
Otros tres venezolanos en
condición migratoria irregular
fueron detenidos por la PDI y
acusados de integrar la facción
del Gran Valparaíso de la banda
criminal Tren de Aragua.

Así lo informó el fiscal jefe de
la unidad regional del Crimen
Organizado del Ministerio Pú-
blico, José Antonio Uribe, quien
dio cuenta de que quedaron en
prisión preventiva bajo los car-
gos de narcotráfico. El persecu-
tor dijo que se dedicaban a aco-
piar y distribuir esta mercancía
ilícita a traficantes minoristas de
Playa Ancha y de las plazas del
centro de Viña del Mar. Se les in-
cautaron 283 gramos de ketami-
na, 268 gramos de clorhidrato de
cocaína y 98 de marihuana.

Los detenidos se suman a
otros 13 supuestos miembros de
la organización que están encar-
celados desde agosto, imputa-
dos de asociación ilícita, lavado
de dinero y de cometer tres ho-
micidios en Viña del Mar. 

En Valparaíso: 

Acusan a otros
3 venezolanos
de ser parte del
Tren de Aragua 

Les imputan el rol de
acopiar droga en el
cerro Playa Ancha.
Quedan en prisión.
MAURICIO SILVA 

La PDI dijo que sigue prófugo un si-
cario de la banda Tren del Mar. 
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zación”, debido a la incorpora-
ción en el presupuesto de 2023
y de este año de un fondo en la
partida de Salud destinado a fi-
nanciar estos fallos.

“Se debe propender a que los
recursos destinados al Fondo de
Judicialización sean traspasa-
dos a la ley Ricarte Soto en la

Esta semana se inició la trami-
tación en el Congreso de la Ley
de Presupuesto 2025. Y el Minis-
terio de Salud tiene uno de los
grandes desafíos: conseguir re-
cursos y mejorar la gestión para
abordar la crisis de listas de espe-
ra. Eso sí, no es el único reto, ya
que distintas organizaciones
apuntan a que es necesario apli-
car nuevas soluciones para tratar
las enfermedades de alto costo.

De acuerdo con la Asociación
de Familias con atrofia muscu-
lar espinal (Fame), en el primer
trimestre de este año el Estado
destinó $22 mil millones a judi-
cializaciones, es decir, a proce-
sos legales en que los pacientes
han recurrido a tribunales para
acceder a medicamentos que no
tienen cobertura. 

El problema de la
judicialización

Junto con pedir un alza en los
fondos, hacen un llamado a que
el dinero destinado a pagar los
juicios sea para la ley Ricarte So-
to, para que esta incorpore nue-
vas patologías a la cobertura.

La solicitud coincide con las
recomendaciones del informe
de la comisión investigadora de
la ley Ricarte Soto, aprobado el
12 de agosto por la Sala.

En este se indica que el Estado
“ha sucumbido ante la judiciali-

medida que se puedan incorpo-
rar nuevos tratamientos”, dice.

Paulina González, presidenta
de la Fame, comenta que “tene-
mos más del 50% de los pacien-
tes recibiendo tratamiento por
medio de judicialización. Si esta
plata estuviera en una ley que
nos diera cobertura, quizás po-
dríamos tener al 100%”. 

Añade que “los medicamen-
tos que llegan por judicializa-
ción lo hacen tarde. Primero, el
proceso dura casi un año y entre
Salud, Cenabast y todo lo que se
demoran en comprar, pasan
hasta seis meses más”.

En esa misma línea, Alejan-
dro Andrade, presidente de la
Federación Chilena de Enfer-
medades Raras, advierte que
“hasta el momento no tenemos
un mecanismo para poder fi-
nanciar que sea distinto a judi-
cializar (...) No tenemos solu-
ciones que sean justas, dignas y
oportunas para las personas”.

“La ley Ricarte Soto ha sido
muy positiva, pero nos queda-
mos pegados”, afirma Ignacio
Alfaro, vicepresidente de la So-
ciedad Chilena de Gastroente-
rología, quien plantea que “es-
tar esperando una respuesta ju-

dicial a un problema de salud es
algo muy injusto para los pa-
cientes”.

Para el diputado Tomás La-
gomarsino (Ind.), presidente de
la comisión investigadora, los
recursos deberían ir “a cobertu-
ra y no judicialización que sabe-
mos que sigue subiendo, que no
está estandarizada y que varía
entre cada tribunal”.

Otro punto es que “cada jui-
cio es un proceso individual y
cada compra de medicamentos
se hace individualmente e impi-
de negociar con los laboratorios
de forma de conseguir precios
mejores por volumen”.

“La ley Ricardo Soto es letra
muerta para nuevas patologías
producto de la falta de financia-
miento”, enfatiza el senador
Juan Luis Castro (PS), miembro
de la comisión de Salud. Dice
que es absurdo que “el Estado
tenga que pagar más por juicio
que por inyectar recursos para
incorporar nuevas patologías”.

Se trata de otro de los desafíos del presupuesto 2025 que tiene el sector de Salud:

Pacientes llaman a que dineros que 
se gastan en juicios por patologías 
de alto costo vayan a ley Ricarte Soto

JUDITH HERRERA C.

Las organizaciones también solicitan que aumenten los fondos y la cobertura por
estas enfermedades y denuncian los problemas que conlleva la judicialización.

RETRASO.— De acuerdo con los especialistas, la no inclusión de nuevas patologías en la ley Ricarte Soto se debe a
un problema de financiamiento.

‘‘Los medicamentos
que llegan por
judicialización lo
hacen tarde. Primero, el
proceso dura casi un año
y entre Salud, Cenabast,
pasan hasta seis meses
más”.
..............................................................

PAULINA GONZÁLEZ
PRESIDENTA DE LA FAME
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22 mil
millones desembolsó el Estado

en el primer trimestre de este
año en juicios por tratamientos.
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